El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / APODERADO JUDICIAL / REQUISITOS / SER PROFESIONAL DEL DERECHO.
De conformidad con el artículo 10 del decreto citado, la tutela podrá ser ejercida por la persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien podrá actuar por sí misma o por medio de representante. Esa disposición también autoriza agenciar los derechos ajenos, cuando el titular no esté en condiciones de promover su propia defensa. 

Cuando quien la promueve actúa en representación de la persona afectada en sus derechos, no se autoriza una ilimitada; para obrar a nombre de otro, en procura de obtener amparo constitucional, debe aportarse la prueba de tal representación o el poder especial que se otorgue a profesional del derecho con ese fin.
En el asunto bajo estudio, la acción fue instaurada por el señor John Alexánder Muñoz Torres, quien dijo ser abogado en ejercicio, calidad en la cual el accionante Jairo de Jesús Cardona Cardona le otorgó poder. Sin embargo, de conformidad con la verificación realizada por la Secretaría de esta Sala, la cédula de ciudadanía reportada por el señor Muñoz Torres no registra la calidad de abogado y el número de la tarjeta profesional con que se identifica en sus escritos, está asignado a persona diferente…
Al respecto, la Corte Constitucional ha expresado:  

“… La Corte en reiterados fallos ha señalado los elementos del apoderamiento en materia de tutela, así: (i) Un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito; (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico; (iii) el referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial; en este sentido (iv) el poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes… (iv) el destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional”. (…)
Surge de lo expuesto que quien promovió la acción, aduciendo su calidad de abogado, carece de legitimación para hacerlo, pues no es abogado titulado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, octubre veinticinco (25) de dos mil diecinueve (2019)

        Acta No. 523 del 25 octubre de 2019
        Expediente No. 66001-31-03-002-2019-00228-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la parte actora, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el pasado 13 de septiembre, en la acción de tutela que instauró el señor Jairo de Jesús Cardona Cardona contra Colpensiones, a la que fueron vinculados los Directores de Historia Laboral, de Atención y Servicios y de Acciones Constitucionales de esa misma entidad.
Se precisa que aunque en otras acciones de tutela, en las que ha intervenido Colpensiones, la Magistrada que funge en este caso como ponente ha manifestó su impedimento para conocer del asunto, estos han sido declarados infundados por el Magistrado que sigue en turno, motivo por el cual se procederá a definir la cuestión de fondo, sin necesidad de agotar ese trámite.

A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por quien dijo ser el apoderado del demandante, admiten el siguiente resumen:

1.1 El accionante nació el 10 de septiembre de 1956 y ha cotizado al Instituto de los Seguros Sociales, de manera ininterrumpida, desde el 15 de marzo de 1971 hasta la fecha.

1.2 En la actualidad cuenta con 62 años, motivo por el cual cumple el requisito de la edad para obtener su pensión de vejez; sin embargo, según el reporte de semanas expedido por Colpensiones, aún no acredita las exigidas para acceder a esa prestación.
1.3 Al verificar su historia laboral se evidenció que falta incluir los tiempos laborados con Dromayor Pereira S.A., Drogas Caldas S.A., Álvarez Cardona y CIA S.A. y Entregando de Risaralda, los cuales aparecen reportadas en el certificado emitido en el año 2005 y por eso, el 11 de septiembre de 2018, solicitó a la demandada la corrección de su historia laboral. 

1.4 En respuesta del 4 de diciembre, se le informó que de la búsqueda realizada en las bases de datos, se constató que se presenta un caso de homonimia, motivo por el cual aquellas semanas no se reflejan en su historial. 
1.6 El proceder de la accionada, al no solucionar de manera efectiva el problema planteado, perjudica de forma grave al actor, sujeto de especial protección, pues hace parte de las personas de la tercera edad y carece de ingresos económicos para solventar sus necesidades básicas.   
2. Considera lesionados los derechos a la seguridad social, igualdad, mínimo vital y vida digna. Para su protección solicita se ordene a Colpensiones restablecer las semanas cotizadas, tal como aparece en el reporte del año 2005, y entregar un nuevo certificado de historia laboral en el que se incluyan.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 2 de septiembre pasado se admitió la acción y se ordenó vincular a los Directores de Historia Laboral, de Atención y Servicios y de Acciones Constitucionales de Colpensiones.
2. Se pronunció la Directora de Acciones Constitucionales de esa entidad para solicitar se declarara improcedente el amparo, con sustento en que: a) se presentó una carencia actual de objeto ya que la solicitud de corrección de la historia laboral fue efectivamente resuelta mediante oficio en el que se explicó al actor que la razón por la cual no aparecen reportadas algunas semanas, obedece a un caso de homónimos y por tanto es necesario, para adelantar ese trámite de rectificación, que suministre los documentos probatorios del caso, esto es tarjetas de reseña, aviso de entrada del trabajador y carné de afiliación; b) para la procedencia del amparo es necesario que no existan otros medios de defensa judicial y que la demanda se formule en un término oportuno y razonable. En este caso, la solicitud de corrección de historia laboral no puede ser formulada por medio de la acción de tutela, pues implicaría “desnaturalizar… un proceso caracterizado por la inmediatez y subsidiariedad” y c) ordenar la inclusión de tiempos laborales, sin cumplir los requisitos legales y sin agotar los procedimientos administrativos de rigor, afectaría gravemente el patrimonio de esa entidad.    
3. Mediante sentencia del 13 de septiembre último, el Juez Segundo Civil del Circuito declaró improcedente el amparo invocado.

Para decidir así, consideró ese funcionario que la acción constitucional no satisface el presupuesto de la inmediatez, como quiera que desde la fecha en que se resolvió la solicitud de corrección de historia laboral, 4 de diciembre de 2018, hasta el momento en que se formuló la demanda transcurrieron aproximadamente ocho meses, lapso que supera el periodo razonable para acudir a la tutela. Además, la parte actora dejó de informar las razones de esa tardanza. 
4. Inconforme con esa decisión, el supuesto apoderado de la demandante la impugnó. Adujo, luego de hacer recuento de los hechos de la demanda, que la providencia objeto del recurso desconoce los derechos fundamentales del actor, quien en su calidad de adulto mayor, cumplió la obligación de cotizar al sistema general de pensiones, para poder disfrutar de una óptima calidad de vida en su vejez. Sin embargo, debido al error en que incurrió Colpensiones, al eliminar semanas de su historia laboral, no ha podido disfrutar de esa prestación vitalicia, máxime cuando esa entidad ningún trámite ha adelantado para solucionar el caso de homonimia que llevó a excluir esas cotizaciones y que al citado señor le ha sido imposible obtener información de los empleadores a los que prestó esos tiempos laborales. Por ello, se le causa un perjuicio económico injustificado. 
Para finalizar dijo: “en cuanto al requisito de inmediatez que se manifiesta en la decisión tomada no se ha cumplido ha sido por la cuestión de búsqueda de los documentos solicitados por la Administradora de Pensiones… sin embargo no ha tenido éxito alguno pues como se manifestó anteriormente por cuestión del tiempo en el que laboró no se ha encontrado documento alguno”.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala decidir si quien formuló la demanda se encuentra legitimado para solicitar el amparo constitucional. Solo de estarlo, se analizará si la tutela procede para ordenar a la entidad accionada corregir la historia laboral del actor, teniendo en cuenta las semanas que fueron excluidas por motivo de homonimia. 

3. De conformidad con el artículo 10 del decreto citado, la tutela podrá ser ejercida por la persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien podrá actuar por sí misma o por medio de representante. Esa disposición también autoriza agenciar los derechos ajenos, cuando el titular no esté en condiciones de promover su propia defensa. 

Cuando quien la promueve actúa en representación de la persona afectada en sus derechos, no se autoriza una ilimitada; para obrar a nombre de otro, en procura de obtener amparo constitucional, debe aportarse la prueba de tal representación o el poder especial que se otorgue a profesional del derecho con ese fin.

En el asunto bajo estudio, la acción fue instaurada por el señor John Alexánder Muñoz Torres, quien dijo ser abogado en ejercicio, calidad en la cual el accionante Jairo de Jesús Cardona Cardona le otorgó poder. Sin embargo, de conformidad con la verificación realizada por la Secretaría de esta Sala
, la cédula de ciudadanía reportada por el señor Muñoz Torres no registra la calidad de abogado y el número de la tarjeta profesional con que se identifica en sus escritos, está asignado a persona diferente, tal como lo demuestra el certificado sobre su vigencia, suscrito por la Directora de la Unidad de Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia del Consejo Superior de la Judicatura
, y la constancia del estado del documento del abogado
. Por tanto, aquel no puede fungir como apoderado para promover acciones judiciales. 

Al respecto, la Corte Constitucional ha expresado:  

“El apoderamiento judicial, en materia de acción de tutela, tiene su fundamento constitucional en el  artículo 86 de la Carta Política el cual dispone que la acción de tutela puede ejercerse por cualquiera persona directamente o “por quien actúe en su nombre”. Entretanto el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 que estableció la posibilidad de la representación, de tal forma que toda persona podrá adelantar la acción de tutela “por sí misma o a través de representante”.
 
La Corte en reiterados fallos ha señalado los elementos del apoderamiento en materia de tutela, así: (i) Un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito; (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico; (iii) el referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial; en este sentido (iv) el poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial; (iv) el destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional.
 
…

  
De lo anterior se tiene que no existe legitimación por activa en virtud del poder judicial, ya que para que el señor William Morales pueda actuar como poderdante se requiere que éste sea abogado titulado con tarjeta profesional y no lo es. 
 
…

3.3. En conclusión, la Sala no encuentra en el presente caso los elementos normativos del apoderamiento judicial ni de la agencia oficiosa en cabeza del señor William Morales, por lo que constata que no se configura la legitimación en la causa por activa en la acción de tutela. La Sala concluye que en la presente acción de tutela interpuesta por el señor William Morales, al no encontrarse acreditada su calidad de apoderado judicial al no ser abogado titulado con tarjeta profesional, y no cumplir con los requisitos para la configuración de la agencia oficiosa, no existe legitimación en la causa por activa en cabeza del señor William Morales”
.
Surge de lo expuesto que quien promovió la acción, aduciendo su calidad de abogado, carece de legitimación para hacerlo, pues no es abogado titulado.

Y tampoco la tiene, de considerarse que actuó como su agente oficioso, en razón a que no lo manifestó de manera expresa ni señaló motivo alguno del que se pueda inferir que el supuesto afectado no podía ejercer por sí su propia defensa.

En consecuencia, el fallo de primera instancia será confirmado, pues en efecto el amparo es improcedente, pero por las razones aquí expuestas.

4. Finalmente y como en este caso se está ante un ejercicio ilegal de la abogacía, de conformidad con los artículos 24, 25, 41 y 42 del Decreto 196 de 1971, se expedirán copias con destino al Consejo Seccional de la Judicatura para que se investigue el proceder del señor John Alexánder Muñoz Torres.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el pasado 13 de septiembre, en la acción de tutela que promovió el señor Jairo de Jesús Cardona Cardona contra Colpensiones, a la que fueron vinculados los Directores de Historia Laboral, de Atención y Servicios y de Acciones Constitucionales de esa misma entidad.
SEGUNDO: Expídanse copias con destino al Consejo Seccional de la Judicatura a efecto de que se investigue el proceder del señor John Alexánder Muñoz Torres, respecto de la conducta de ejercicio ilegal de la abogacía. 

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 5 cuaderno No. 2


� Folio 3 y 4cuaderno No. 2


� Folio 3 y 4cuaderno No. 2


� Corte Constitucional. Sentencia T-995 del 2008. M.P.: Mauricio González Cuervo. Este criterio     ha sido reiterado más recientemente en la Sentencia T-303 de 2016. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub
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